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Señores 
JUZGADO PRIMERO (01) LABORAL DEL CIRCUITO DE BELLO. 
E. S. D. 
 
 

ASUNTO ESCRITO DE EXCEPCIONES 

PROCESO EJECUTIVO 

DEMANDANTE LUIS ARTURO PARRA BUSTAMANTE 

DEMANDADO COLPENSIONES 

RADICADO 05088310500120200019800 

 
 

YESENIA CANO URREGO abogada titulada y en ejercicio, identificada tal como 

aparece al pie de mi respectiva firma, en mi condición de apoderado (a) sustituto 

(a) de la Administradora Colombiana de Pensiones –Colpensiones–, 

conforme poder otorgado por la Dra. VICTORIA ANGÉLICA FOLLECO ERASO, 

cordialmente solicito al despacho, reconocernos personería para actuar en nombre 

de la entidad demandada. De igual manera me permito presentar ante el despacho, 

dentro del término legal oportuno contestación de a la demanda NATURALEZA 

JURIDICA DE LA ENTIDAD 

 

REPRESENTANCION LEGAL Y DOMICILIO 

 

La Administradora Colombiana de Pensiones –Colpensiones–, es una empresa 

industrial y comercial del estado del orden nacional, organizada como una entidad 

financiera de carácter especial, vinculada al Ministerio de Trabajo con personería 

jurídica, autonomía administrativa y patrimonio independiente, cuyo objeto consiste 

en la administración estatal del régimen de prima media con prestación definida 

incluyendo la administración de los beneficios económicos periódicos de que trata el 

Acto Legislativo 01 de 2005, que reformó el artículo 48 de la Constitución Política de 

Colombia, de acuerdo con lo que establezca la ley que los desarrolle. 

 

La representación legal la ejerce el Dr. Juan Miguel Villa Lora, identificado con C.C. 

No. 12.435.765, en su condición de Presidente (e) según consta en el certificado de 

la Superintendencia Financiera de Colombia. 

 

El domicilio Principal es la Ciudad de Bogotá D.C., en la Carrera 10 No. 72 – 33. 

Torre B. Piso 11. Teléfono +57 (4) 217 0100 

 

 

CONTESTACIÓN A LOS HECHOS 

 

PRIMERO: Este hecho, deberá ser objeto de materia probatoria y debate procesal. 

 

SEGUNDA: Este hecho, deberá ser objeto de materia probatoria y debate procesal. 
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TERCERA: Este hecho, deberá ser objeto de materia probatoria y debate procesal. 

 

CUARTA: Este hecho, deberá ser objeto de materia probatoria y debate procesal. 

 

QUINTA: Este hecho, deberá ser objeto de materia probatoria y debate procesal. 

 

SEXTO: Este hecho, deberá ser objeto de materia probatoria y debate procesal. 

 

FRENTE A LAS PRETENSIONES 

 

Señor Juez en nombre de mi poderdante COLPENSIONES me opongo a la 

prosperidad de todas y cada una de las pretensiones formuladas dentro del libelo 

petitorio, por carecer de fundamentación fáctica, legal y probatoria, debiendo en 

todo caso absolver a mi poderdante de ellas. 

 

A LA PRIMERA: Me opongo a la prosperidad de esta pretensión.  

 

A LA SEGUNDA: Me opongo a la prosperidad de esta pretensión. 

 

EXCEPCIONES DE FONDO 
 

PAGO TOTAL DE LA OBLIGACIÓN: En efecto, deberá declararse el pago de cualquier 
suma que recibiere la parte ejecutante por los conceptos aquí pretendidos y que se llegare 
a demostrar en el proceso. 
 
Adicionalmente, debe considerarse que los intereses legales sobre las costas, no constituyen 
una obligación clara, expresa y actualmente exigible en los términos del artículo 422 del 
Código General del Proceso, por lo que son una nueva pretensión que debe discutirse en un 
proceso ordinario y no mediante la vía ejecutiva.  
 
COMPENSACIÓN: Solicito se autorice compensar las obligaciones contenidas en el 
mandamiento de pago con toda suma que hubiese recibido la parte activa y que recibiere 
en adelante.  
 
PRESCRIPCIÓN: Si tomamos en cuenta que la prescripción es aquel fenómeno por el cual 
se extinguen los derechos y prescribe las acciones por el transcurso del mismo, tal como se 
encuentra establecido en los artículos 488 del Código Sustantivo del Trabajo y 151 del 
Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en el caso de que se resolviera acceder 
a las pretensiones de la demandante. 
 
 
DECLARATORIA DE OTRAS EXCEPCIONES: De hallar probados los hechos que 
constituyen una excepción, solicito al Despacho la declare de manera oficiosa. 
 
 
ARGUMENTOS DE LA DEFENSA 
 

I. INTERPRETACIÓN DE LA EXPRESIÓN NACIÓN. 
ARTÍCULO 307. EJECUCIÓN CONTRA ENTIDADES DE DERECHO 
PÚBLICO. Cuando la Nación o una entidad territorial sea condenada al pago de una 
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suma de dinero, podrá ser ejecutada pasados diez (10) meses desde la ejecutoria 
de la respectiva providencia o de la que resuelva sobre su complementación o 
aclaración. 
 
LEY 489 DE 1998. ARTICULO 38 INTEGRACIÓN DE LA RAMA EJECUTIVA 
DEL PODER PÚBLICO EN EL ORDEN NACIONAL. La Rama Ejecutiva del Poder 
Público en el orden nacional, está integrada por los siguientes organismos y 
entidades: 
 
1. Del Sector Central: 

a. La Presidencia de la República; b. La Vicepresidencia de la República; c. Los 
Consejos Superiores de la administración d. Los ministerios y departamentos 
administrativos; e. Las superintendencias y unidades administrativas especiales sin 
personería jurídica. 

2. Del Sector descentralizado por servicios:  

a. Los establecimientos públicos; b. Las empresas industriales y comerciales del 
Estado. Las superintendencias y las unidades administrativas especiales con 
personería jurídica; d. Las empresas sociales del Estado y las empresas oficiales de 
servicios públicos domiciliarios; e. Los institutos científicos y tecnológicos. Las 
sociedades públicas y las sociedades de economía mixta g. Las demás entidades 
administrativas nacionales con personería jurídica que cree, organice o autorice la 
ley para que formen parte de la Rama Ejecutiva del Poder Público. 

PARÁGRAFO  1.- Las sociedades públicas y las sociedades de economía mixta en 
las que el Estado posea el noventa por ciento (90%) o más de su capital social, se 
someten al régimen previsto para las empresas industriales y comerciales del Estado. 

PARÁGRAFO  2.- A demás de lo previsto en el literal c) del numeral 1 del presente 
artículo, como organismos consultivos o coordinadores, para toda la administración 
o parte de ella, funcionarán con carácter permanente o temporal y con 
representación de varias entidades estatales y, si fuere el caso, del sector 
privado, los que la ley determine. En el acto de Constitución se indicará al Ministerio 
o Departamento Administrativo al cual quedaren adscritos tales organismos.  

 LEY 489 DE 1998. ARTICULO  39.- INTEGRACIÓN DE LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA. La Administración Pública se integra por los 
organismos que conforman la Rama Ejecutiva del Poder Público y por todos los 
demás organismos y entidades de naturaleza pública que de manera permanente 
tienen a su cargo el ejercicio de las actividades y funciones administrativas o la 
prestación de servicios públicos del Estado Colombiano. 

La Presidencia de la República, los ministerios y los departamentos administrativos, 
en lo nacional, son los organismos principales de la Administración. 

Así mismo, los ministerios, los departamentos administrativos y las 
superintendencias constituyen el Sector Central de la Administración Pública 
Nacional. Los organismos y entidades adscritos o vinculados a un Ministerio o un 
Departamento Administrativo que gocen de personería jurídica, autonomía 
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administrativa y patrimonio propio o capital independiente conforman el Sector 
Descentralizado de la Administración Pública Nacional y cumplen sus funciones en 
los términos que señale la ley. 

Las gobernaciones, las alcaldías, las secretarías de despacho y los departamentos 
administrativos son los organismos principales de la Administración en el 
correspondiente nivel territorial. Los demás les están adscritos o vinculados, cumplen 
sus funciones bajo su orientación, coordinación y control en los términos que señalen 
la ley, las ordenanzas y los acuerdos, según el caso. 

Las asambleas departamentales y los concejos distritales y municipales son 
corporaciones administrativas de elección popular que cumplen las funciones que 
les señalan la Constitución Política y la ley. 

LEY 489 DE 1998. ARTICULO 87 PRIVILEGIOS Y PRERROGATIVAS. Las 
empresas industriales y comerciales del Estado como integrantes de la Rama 
Ejecutiva del Poder Público, salvo disposición legal en contrario, gozan de los 
privilegios y prerrogativas que la Constitución Política y las leyes confieren a la 
Nación y a las entidades territoriales, según el caso. 

No obstante, las empresas industriales y comerciales del Estado, que por razón 
de su objeto compitan con empresas privadas, no podrán ejercer aquellas 
prerrogativas y privilegios que impliquen menoscabo de los principios de igualdad 
y de libre competencia frente a las empresas privadas. 

II.  LA NACIÓN ES GARANTE DEL RPM QUE ADMINISTRA 
COLPENSIONES. 

 
LEY 100 DE 1993, ARTICULO 138 GARANTÍA ESTATAL EN EL RÉGIMEN DE 
PRIMA MEDIA CON PRESTACIÓN DEFINIDA. El Estado responderá por las 
obligaciones del Instituto de Seguros Sociales, para con sus afiliados al régimen de 
Prima Media con Prestación Definida, cuando los ingresos y las reservas de dicha 
entidad se agotasen, siempre que se hubiesen cobrado las cotizaciones en los 
términos de esta Ley., en concordancia con el DECRETO 7071 DE 1995. Artículo 
1º. La garantía estatal a que se refiere el artículo 138 de la Ley 100 de 1993, para 
atender el pago de las obligaciones a cargo del Instituto de Seguros Sociales y a 
favor de los afiliados al Régimen de Prima Media con prestación Definida, se hará 
exigible únicamente en el evento en que dicho Instituto no disponga de fondos 
suficientes en ninguna de las cuentas correspondientes a alguno de los regímenes 
de seguro que administra. La ausencia de fondos cualquiera que sea su origen 
deberá evidenciarse en Caja y demás recursos representativos de las reservas 
constituidas con los aportes de los afiliados activos al mencionado Régimen de 
Pensiones, con independencia del origen de los respectivos ingresos o del Fondo 
correspondiente, de conformidad con las disposiciones que rigen la materia.  
Artículo 2º. Para efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, se entenderá que 
la Nación asume tales obligaciones, cuando la sumatoria de las reservas registradas 
en los estados financieros de pensiones para vejez, invalidez y sobrevivencia no 
permitan atender en condiciones normales el pago de una cualquiera de dichas 
obligaciones pensionales, todo ello sin perjuicio de manejar por parte de la entidad, 
contabilidades separadas de conformidad con las instrucciones que sobre el 
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particular imparta la Superintendencia Bancaria, en desarrollo de sus funciones de 
inspección y vigilancia.  
Artículo 3º. El Instituto de Seguros Sociales deberá presentar al Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público con la suficiente antelación para que sea incluido en el 
presupuesto de la vigencia fiscal correspondiente el estudio certificado por la 
revisoría fiscal, previamente aprobado por el Consejo Directivo y avalado por la 
Superintendencia Bancaria, donde se determine la fecha a partir de la cual tanto los 
ingresos por aportes como las reservas que conforman el Fondo de naturaleza 
pública para pensiones son insuficientes para cubrir las obligaciones por concepto 
de pensiones reconocidas y por tanto se requiere de presupuesto nacional para 
cubrir dichos faltantes.  
 

III. UNIDAD NORMATIVA Y DERECHO DE IGUALDAD 

ARTÍCULO 192. CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS O CONCILIACIONES 
POR PARTE DE LAS ENTIDADES PÚBLICAS 

Cuando la sentencia imponga una condena que no implique el pago o devolución de 
una cantidad líquida de dinero, la autoridad a quien corresponda su ejecución dentro 
del término de treinta (30) días contados desde su comunicación, adoptará las 
medidas necesarias para su cumplimiento. 
 
Las condenas impuestas a entidades públicas consistentes en el pago o devolución 
de una suma de dinero serán cumplidas en un plazo máximo de diez (10) meses, 
contados a partir de la fecha de la ejecutoria de la sentencia. Para tal efecto, el 
beneficiario deberá presentar la solicitud de pago correspondiente a la entidad 
obligada. 
 
Las cantidades líquidas reconocidas en providencias que impongan o liquiden una 
condena o que aprueben una conciliación devengarán intereses moratorios a partir 
de la ejecutoria de la respectiva sentencia o del auto, según lo previsto en este 
Código. 
 
Cumplidos tres (3) meses desde la ejecutoria de la providencia que imponga o liquide 
una condena o de la que apruebe una conciliación, sin que los beneficiarios hayan 
acudido ante la entidad responsable para hacerla efectiva, cesará la causación de 
intereses desde entonces hasta cuando se presente la solicitud. 
 
En asuntos de carácter laboral, cuando se condene al reintegro, si dentro del término 
de tres (3) meses siguientes a la ejecutoria de la providencia que así lo disponga, 
este no pudiere llevarse a cabo por causas imputables al interesado, en adelante 
cesará la causación de emolumentos de todo tipo. 
 
El incumplimiento por parte de las autoridades de las disposiciones relacionadas con 
el reconocimiento y pago de créditos judicialmente reconocidos acarreará las 
sanciones penales, disciplinarias, fiscales y patrimoniales a que haya lugar. 
 
Ejecutoriada la sentencia, para su cumplimiento, la Secretaría remitirá los oficios 
correspondientes. 
En concordancia con la normatividad citada anteriormente, se cita la sentencia C-
634- 2012. 
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IV. PRINCIPIO DE SOSTENIBILIDAD FISCAL Y EQUILIBRIO 
FINANCIERO DEL SISTEMA, ARTICULO 334 Y 339 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLITICA DE COLOMBIA, en concordancia con los 
artículos 1, 2, 48, y 53.  

ARTICULO 334. CONSTITUCION POLITICA DE COLOMBIA. <Artículo 
modificado por el artículo 1o. del Acto Legislativo 3 de 2011. El nuevo texto es el 
siguiente:> La dirección general de la economía estará a cargo del Estado. Este 
intervendrá, por mandato de la ley, en la explotación de los recursos naturales, en 
el uso del suelo, en la producción, distribución, utilización y consumo de los bienes, 
y en los servicios públicos y privados, para racionalizar la economía con el fin de 
conseguir en el plano nacional y territorial, en un marco de sostenibilidad fiscal, el 
mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la distribución equitativa de 
las oportunidades y los beneficios del desarrollo y la preservación de un ambiente 
sano. Dicho marco de sostenibilidad fiscal deberá fungir como instrumento para 
alcanzar de manera progresiva los objetivos del Estado Social de Derecho. En 
cualquier caso el gasto público social será prioritario. 

El Estado, de manera especial, intervendrá para dar pleno empleo a los recursos 
humanos y asegurar, de manera progresiva, que todas las personas, en particular 
las de menores ingresos, tengan acceso efectivo al conjunto de los bienes y servicios 
básicos. También para promover la productividad y competitividad y el desarrollo 
armónico de las regiones. 

La sostenibilidad fiscal debe orientar a las Ramas y Órganos del Poder Público, 
dentro de sus competencias, en un marco de colaboración armónica. El Procurador 
General de la Nación o uno de los Ministros del Gobierno, una vez proferida la 
sentencia por cualquiera de las máximas corporaciones judiciales, podrán solicitar la 
apertura de un Incidente de Impacto Fiscal, cuyo trámite será obligatorio. Se oirán 
las explicaciones de los proponentes sobre las consecuencias de la sentencia en las 
finanzas públicas, así como el plan concreto para su cumplimiento y se decidirá si 
procede modular, modificar o diferir los efectos de la misma, con el objeto de evitar 
alteraciones serias de la sostenibilidad fiscal. En ningún caso se afectará el núcleo 
esencial de los derechos fundamentales. 

PARÁGRAFO. Al interpretar el presente artículo, bajo ninguna circunstancia, 
autoridad alguna de naturaleza administrativa, legislativa o judicial, podrá invocar la 
sostenibilidad fiscal para menoscabar Los <sic> derechos fundamentales, restringir 
su alcance o negar su protección efectiva. 

ARTICULO 339. CONSTITUCION POLITICA DE COLOMBIA <Inciso 1o. 
modificado por el artículo 2o. del Acto Legislativo 3 de 2011. El nuevo texto es 
siguiente:> Habrá un Plan Nacional de Desarrollo conformado por una parte general 
y un plan de inversiones de las entidades públicas del orden nacional. En la parte 
general se señalarán los propósitos y objetivos nacionales de largo plazo, las metas 
y prioridades de la acción estatal a mediano plazo y las estrategias y orientaciones 
generales de la política económica, social y ambiental que serán adoptadas por el 
Gobierno. El plan de inversiones públicas contendrá los presupuestos plurianuales 
de los principales programas y proyectos de inversión pública nacional y la 
especificación de los recursos financieros requeridos para su ejecución, dentro de 
un marco que garantice la sostenibilidad fiscal. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/acto_legislativo_03_2011.html#1
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/acto_legislativo_03_2011.html#2
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Las entidades territoriales elaborarán y adoptarán de manera concertada entre ellas 
y el gobierno nacional, planes de desarrollo, con el objeto de asegurar el uso 
eficiente de sus recursos y el desempeño adecuado de las funciones que les hayan 
sido asignadas por la Constitución y la ley. Los planes de las entidades territoriales 
estarán conformados por una parte estratégica y un plan de inversiones de mediano 
y corto plazo. 
 
 
INEMBARGABILIDAD DE LAS CUENTAS BANCARIAS DE COLPENSIONES: 
La Constitución Política de Colombia consagra en su artículo 48 que “No se podrán 
destinar ni utilizar los recursos de las instituciones de la Seguridad Social para fines 
diferentes a ella” y en el artículo 63 dispone que “Los bienes de uso público, los 
parques naturales, las tierras comunales de grupos étnicos, las tierras de resguardo, 
el patrimonio arqueológico de la Nación y los demás bienes que determine la ley, 
son inalienables, imprescriptibles e inembargables.”  
 
Adicionalmente, según el artículo 134 de la Ley 100 de 1993, son inembargables los 
fondos o recursos de los fondos de reparto del régimen de prima media con 
prestación definida, las pensiones y demás prestaciones que reconoce la ley y los 
recursos del fondo de solidaridad. Y según la Circular N° 22 de 8 de abril de 2010 
expedida por la Procuraduría General de la Nación y la Circular 2012IE42061 de 13 
de julio de 2012 emanada de la Contraloría General de la República; los recursos 
que administra Colpensiones en cada una de las cuentas de ahorros y corrientes que 
tiene en las distintas entidades bancarias son de naturaleza inembargable, por hacer 
parte de los recursos del Sistema General de Pensiones del Régimen de Prima Media 
con Prestación Definida. 
 
Así mismo, el parágrafo del artículo 137 de la Ley 1769 de 2015 “Por la cual se 
decreta el presupuesto de rentas y recursos de capital y ley de apropiaciones para 
la vigencia fiscal del 1° de enero al 31 de diciembre de 2016” consagra la obligación 
de los representantes legales de las entidades descentralizadas que administran 
recursos de la seguridad social de certificar la inembargabilidad de tales recursos, e 
impone la obligación de efectuar los trámites correspondientes para solicitar su 
desembargo en caso de que este ya se hubiere producido. 
 
Por lo anterior, es claro que como los recursos de la seguridad social no pueden 
embargarse ni destinarse para cancelar obligaciones diferentes a las prestaciones de 
vejez, invalidez y muerte que comprende el Sistema General de Pensiones; no se 
puede embargar ningún recurso de la entidad demandada que se encuentre en cada 
una de las cuentas de ahorro o corrientes aperturadas en entidades bancarias, ya 
que el título ejecutivo que sustenta la presente acción no puede ser sufragado con 
los fondos destinados a cubrir los riesgos descritos dentro de los cuales no se 
encuentran os pretendidos en este proceso, ya que no son una prestación de la 
seguridad social. 
 
 
IMPROCEDENCIA DE LA CONDENA EN COSTAS: Respetuosamente se solicita 
al despacho no se condene en costas a la entidad demandada, atendiendo que se 
demuestra que actúa de buena fe por los hechos específicos narrados en el presente 
proceso. 
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PRUEBAS 
 

• Solicitud para expedición y/o generación de órdenes de pago de títulos judiciales 
por remanentes y/o cualquier concepto a favor de la Administradora Colombiana 
de Pensiones – COLPENSIONES. 

• Las documentales aportadas al proceso.  
• Expediente administrativo 
• Las demás que el Despacho considere necesario decretar para obtener la certeza 

jurídica de los hechos que se debate. 
 

ANEXOS 
 

• Los documentos anunciados como pruebas.  
• Escritura pública que confiere poder. 
• Poder y sustitución para actuar con sus respectivos anexos.  

 
 
NOTIFICACIONES 
 

• COLPENSIONES recibirá notificaciones y comunicaciones en la Calle 50 No. 64c-
59 Local 1 Edificio Distrito 65 en Medellín. 

• Al suscrito en la calle 85 #47 – 04 Medellín (Antioquia), Móvil: 3147407693 
 

NOTIFICACIONES 

 

LA OPOSITORA: Calle 49B No. 64C – 48. Edificio Distrito 65. Oficina 108. Medellín 

(Antioquia) Correo: notificaciones@colpensiones.gov.co 

LA APODERADA: Calle 49 No. 50 – 21. Edificio del café.  

Oficina 2401. Medellín (Antioquia).  Celular: 304 290 26 04 

Correo: cordinamedellin.colpensiones@rstasociados.com.co  

 

 

Atentamente, 

 

 
YESENIA CANO URREGO  

C.C. No. 1.036.645.747 de Itagui (Antioquia) 

T.P. No. 271.800 del C.S. de la J. 
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